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“Surgió aquí, pues fue en nuestro pueblo donde 
se presentó el primer brote de enfermedades 
respiratorias” aseguran campesinos de La Gloria, 
una comunidad marginada en las faldas del Cofre 
de Perote del estado de Veracruz. La Gloria es un 
poblado de unos 3 mil habitantes donde se detectó 
el primer caso de infección por el virus de influenza 
A (H1NI), que ha causado decenas de muertes en 
México y en otros países. Edgar Hernández, de 
cinco años, fue identificado como el primer caso de 
la enfermedad, por lo que los medios de 
comunicación nacionales y extranjeros llegan hasta 
su humilde vivienda para obtener datos sobre el 
origen de la enfermedad, que afortunadamente 
Edgar ya superó. 
A pesar de que Bertha Crisóstomo Lara, agente 
municipal de la comunidad había alertado a las 
autoridades sanitarias sobre la “extraña 
enfermedad”, el gobernador de Veracruz Fidel 
Herrera, lo negaba no obstante que a principios de 
marzo pasado, el brote epidemiológico atacó a 400 
habitantes, muchos de ellos fueron internados en 
estado grave en hospitales de Perote y de Xalapa y 
mató a dos niños.  
Bertha Crisóstomo denunció que ese mal era 
consecuencia de la contaminación generada por los 
desechos de las Granjas Carroll de México en su 
producción masiva de cerdos, y la respuesta del 
Sector Salud fue el de enviar una tonelada de cal 
para esparcirla en La Gloria (como se hacía hace 
siglos) y así evitar nuevos brotes de la enfermedad 
que se caracterizó por la fiebre alta, dolor intenso 
de huesos, tos seca, flemas y náuseas.  
Orlando Uscánga Muñoz, jefe de la Jurisdicción 
Sanitaria número cinco, reconoció que alrededor de 
30% de la población de esa comunidad presentaba 
síntomas de bronconeumonía y  admitió los 
fallecimientos de los menores, uno ocurrido a 
finales de febrero y otro a principios de marzo. 
El 26 de abril, el “gober cochino” reconoció que el 
primer caso de influenza “porcina” se había 
registrado en La Gloria, sólo después de que se 

tomaron muestras durante el cerco sanitario de tres 
días. Pero el muy cínico deslindó a la empresa 
Granjas Carroll de ser la causante de la insalubridad 
en la región y la gente siguió enfermándose, y el 
colmo, “no hay medicinas”, denunció la subagente 
municipal Blanca Roldán Tencle, quien desde 
finales de abril padece síntomas parecidos a los de 
la influenza, al igual que su hija de seis años.  
Pero en La Gloria, si se padece fiebre de 38 grados, 
dolor de huesos y de pulmones, con tos seca y 
flemas, es mejor callarse: “Aquí no puede uno 
hablar, decir la realidad, porque de inmediato 
empiezan a hostigarnos o a actuar penalmente”, 
dice la subagente. 
¡Eso no puede ser! Así es. En abril de 2006 los 
directivos de la empresa interpusieron denuncia 
penal contra más de una decena de inconformes de 
La Gloria y de Orilla del Monte, en Jalacingo, a los 
que se les dictó auto de formal prisión “por el delito 
de difamación”.  
 

 
 
Gracias a la presión y denuncia de la gente 
organizada se logró la intervención de legisladores 
federales, y sólo así la empresa decidió “otorgarles 
el perdón” y se desistió de las denuncias penales. 
Pero como era de esperarse, las autoridades 
solaparon a la empresa que siguió presionando para 
acallar las protestas. En enero de 2007, con apoyo 
de la comandancia de la Policía Federal Preventiva 
con sede en Zacatepec, Puebla, Granjas Carroll 
volvió a denunciar penalmente a un grupo de 
activistas, por lo que se les abrió la averiguación 
previa 10/2007 
¿De qué meritos goza esta empresa? Granjas 
Carroll es propiedad en un 50% de Smithfield 
Company, el más importante procesador de puerco 
en el mundo. Pero así como Smithfield es líder en 



la engorda y procesamiento de puercos es también 
una formidable maquinaria contaminante. Cada año 
genera toneladas de basura que destruyen ríos, mata 
millones de peces y enferman personas.  
La empresa reivindica una cultura de 
responsabilidad ambiental. Sin embargo, la 
polución que genera la contradice. En 1997, en 
Virginia, Estados Unidos, fue multada con 12.6 
millones de dólares por cometer 6 mil 900 
violaciones a la legislación federal de protección al 
agua. La sanción ambiental fue una de las más 
elevadas en la historia de ese país. Pero fue en 1985 
cuando un juez de la Corte de Justicia de Estados 
Unidos multó a Smithfield por contaminar el río 
Pagan, de Virginia. La sanción fue de 285 mil 338 
dólares, el mayor castigo civil por una violación del 
Acta del Agua Limpia. En 1996, los directivos de 
Smithfield fueron sancionados por la misma Corte 
de Justicia por falsificar y destruir muestras 
registradas con la descarga intencional de agua 
tóxica al Pagan. Esa vez la sentencia fue de 18 
meses de prisión y una multa histórica de 12.6 
millones de dólares. 
Organizaciones ambientalistas agrupadas en 
Riverkeeper documentaron 36 casos de demanda en 
la Corte Superior contra las operaciones de 
Smithfield con el fin de conseguir una orden 
judicial para que la industria porcícola dejara de 
contaminar las corrientes de agua y aire, y reparara 
el daño causado a ríos y riberas de Carolina del 
Norte. En tanto, el estado de Virginia acusó a 
Smithfield por más de 22 mil violaciones legales a 
causa de su actividad contaminante.  
La compañía ha sido denunciada como la peor 
empresa por la contaminación ambiental que 
provoca; por sus prácticas para monopolizar la cría 
y engorda de marranos; y sus prácticas laborales, 
antisindicales y violatorias de la legislación 
estadounidense. Se le ha encontrada culpable de 
violar la ley federal del trabajo, de hacer trampas 
para bajar salarios, cerrando plantas, espiando a los 
afiliados al sindicato y agrediendo a empleados. De 
los 58 mil 100 empleados que laboran para el 
consorcio en el mundo, sólo 28 mil 800 cuentan con 
contrato colectivo. 
Smithfield vino a México huyendo de los 
problemas judiciales que enfrenta en su país. No 
obstante, tanto el gobierno federal como los 
gobiernos estatales de Veracruz y Puebla, desde 
1994 permitieron que la empresa Granjas Carroll se 
instalara en el Valle de Perote logrando que el 

 
     

capital de Smithfield Company creciera 
exponencialmente en la última década, pero sólo ha 
generado 550 empleos entre la población. 
Ahora, los pobladores del Valle de Perote están 
padeciendo los cambios ambientales y el 
incremento de los riesgos sanitarios por las grandes 
cantidades de desechos químicos y microbianos que 
Granjas Carroll vierte al medio ambiente a 
consecuencia de su producción masiva de cerdos.  
No hay que olvidar que Smithfield cría y engorda 
cerdos hacinados en jaulas pequeñas y estrechas 
que impiden su movilidad, alimentados con 
gallinaza, respirando aire saturado en gases, sin ver 
la luz del sol, expuestos a todo tipo de 
enfermedades y hongos, con su sistema 
inmunológico lastimado, los puercos-industriales 
verían en cualquier chiquero de una granja familiar 
un paraíso. En ocasiones se asfixian al pisotearse 
unos a otros. Un animal enfermo contagia a los 
demás fácilmente. Los puercos generan, en 
promedio, tres veces más materia fecal que los 
seres humanos. El volumen de excremento que 
evacuan los animales de Granjas Carroll es superior 
al producido por los habitantes de las ciudades de 
Guadalajara y Monterrey en conjunto. La diferencia 
entre ambos es que mientras esas ciudades poseen 
sistemas de drenaje y alcantarillado para el manejo 
de las aguas negras, las compañías porcícolas no 
cuentan con ellos. Los desechos fecales 
provenientes de las granjas-factorías de puerco 
están llenos de sustancias tóxicas. En ellos viven 
cerca de 100 microrganismos patógenos que pueden 
hacer enfermar a los humanos, tales como 
salmonella, cryptosporidium o giardia. Cada gramo 
de excremento de un cerdo industrial contiene 100 
millones de bacterias coliformes.  



En Granjas Carroll, las heces fecales de los cerdos 
son depositadas en lagunas de oxidación a cielo 
abierto distribuidas por el valle de Perote 
constituyendo verdaderos mares de mierda. Todo 
tipo de gases volátiles son expulsados a la 
atmósfera, junto con millones de gérmenes 
patógenos. 
¿Por qué protegen a Granjas Carroll los gobiernos 
federal y los estatales de Veracruz y Puebla? 
Porque Smithfield, tanto en México como en EU, 
otorga generosas donaciones a las campañas 
electorales de políticos corruptos buscando evitar 
que se regule la actividad porcícola. Por ejemplo, 
en 1998 la asociación de granjas de cerdo de 
Carolina de Norte destinó un millón de dólares para 
derrotar a legisladores locales que querían sanear 
las lagunas de oxidación a cielo abierto.  
Desde 2005, el exalcalde de Tepeyahualco, Puebla, 
Antonio López González, alertó al gobernador 
Mario Marín sobre el uso exagerado de agua por 
Granjas Carroll, ya que el número de los cerdos que 
produce la empresa es superior a la población 
humana de los municipios de Perote, Jalacingo y 
Altotonga, en Veracruz; y Guadalupe Victoria, 
Grajales, Tlachichuca y San Nicolás, en Puebla, y 
como era de esperarse, al “gober precioso” le valió 
madre. En Veracruz, los afectados por la empresa 
conformaron la agrupación Pueblos Unidos y, en un 
sinnúmero de oficios que datan desde 2004, 
denunciaron que los niveles de los mantos acuíferos 
descendieron más de un metro cúbico en una 
década por el uso desmedido de agua en los 
procesos de producción porcina. Esta asociación 
solicitó al gobernador Fidel Herrera “evitar la 
expansión de las granjas” de Carroll, debido al 
grave problema de contaminación ambiental y a la 
generación de enfermedades respiratorias, 
gastrointestinales y cutáneas que propician en la 
población. Sus oficios recorrieron todas las 
instancias de gobierno en ambas entidades, al igual 
que organismos federales como la Comisión 
Nacional del Agua, la Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales y la Procuraduría 
de Protección al Ambiente, entre otras, con el fin de 
solicitar su intervención para que no se instalaran 
más granjas en sus comunidades.  
No hubo respuesta de ningún gobierno local ni del 
federal. En tanto, un recorrido por las comunidades 
del Valle de Perote basta para causar alarma. Los 
malos olores y la proliferación de moscas resultan 
insoportables. De hecho, familias como la del 

agricultor Fausto Ramírez, propietario del rancho 
El Riego, en Xaltepec, se ven obligadas a 
abandonar su casa por la noche para dormir en una 
camioneta.  
“Tenemos que buscar las corrientes de aire que no 
arrastren la fetidez, pero a veces el olor está muy 
tremendo, es desesperante, no nos deja ni comer ni 
dormir y tenemos que irnos a donde no nos pegue 
de lleno”, se queja la esposa del agricultor. A 100 
metros del rancho de esa familia está una de las 
Granjas Carroll. La empresa ofreció a esa familia 
comprarle sus tierras, dedicadas al cultivo de maíz, 
frijol, alfalfa y zanahoria, a 10 mil pesos por 
hectárea, es decir, “a peso el metro cuadrado”. 
Fausto Ramírez se negó.  
Hoy Smithfield está en el centro de la tormenta. 
Científicos y analistas han determinado la 
probabilidad de que el reciente brote de influenza 
porcina se relacione con Granjas Carroll. 
Para tratar de manejar la crisis con el menor costo 
posible, Carroll ha contratado a la empresa de 
publicidad Zimat. Pero limpiar un negocio tan 
marrano no es fácil. Sobre todo cuando lo que está 
en juego es la salud de millones de personas.  
Pero tienen a su favor no solo a gobernantes ineptos y 
corruptos encabezados por Felipe Calderón, sino 
también cuentan con la docilidad de gran parte de la 
población que es domesticada por las televisoras 
 

 



 
 
principalmente Televisa y TvAzteca, y que al 
exagerar han provocado una pandemia pero de miedo. 
Todo esto sirve a los políticos oficiales para pasar ante 
la gente como bienhechores recomendando a la gente 
tomar precauciones. Dicen que hay que usar 
cubrebocas en lugares cerrados y ellos no ponen el 
ejemplo. El mismo secretario de salud lo vemos 
dando conferencias de prensa todos los días sin 
cubrebocas. Lo mismo el Fecal. Los candidatos a 
puestos de elección popular acapararon los pocos 
cubrebocas para repartirlos entre la población 
creyendo que así logran engañar a la gente de que son 
personas preocupadas por la salud del pueblo. ¡Pura 
hipocresía! También suspendieron las clases a todos 
los niveles escolares. Ahora dicen que ya pueden 
volver los estudiantes a las aulas, pero con la 
recomendación de tomar medidas higiénicas. Para 
ello, dijeron que les darían a los niños de primaria y 
secundaria un kit pero fue pura mentira pues los 
maestros les están pidiendo a los padres que envíen a 
sus hijos con cubre bocas, líquido antibacterial y su 
lonche pues saben bien que las cocinas existentes en 
las escuelas son un foco de infección. Además, las 
autoridades educativas no habilitaron las instalaciones 
que se encuentran en pésimas condiciones. Más de 
240 mil escuelas carecen de instalaciones sanitarias 
adecuadas. En las zonas donde la temperatura se eleva 
a más de 30 grados centígrados, las aulas no tienen ni 
un ventilador. Imaginemos a 40 niños con cubrebocas 
en un aula sin aire acondicionado y con un calor de 40 
grados de temperatura.  
¿Climatizar las aulas de los hijos de los que crean la 
riqueza? ¡Qué ilusos! No hay dinero. Responden al 
unísono los que mal gobiernan, mientras los muy 
cínicos derrochan el erario en campañas electoreras, 
que por cierto y sin la menor duda serán 
menospreciadas por el abstencionismo de la gente. 
Si a ellos es un importa un cacahuate la salud de la 
gente, menos se van a preocupar por las condiciones 

inhumanas en que se encuentran hacinadas en las 
cárceles del país miles de personas que 
independientemente de la culpabilidad del delito que 
se les acusa, merecen ser tratadas como seres 
humanos. Denunciamos aquí el abuso de autoridad de 
los que dicen ejercer la justicia, por tener a 500 
luchadores sociales en cárceles junto con criminales, 
como es el caso de Ignacio del Valle Medina, Felipe 
Álvarez Hernández y Héctor Galindo Gochicoa, 
quienes están pagando con cárcel no sus propias 
culpas, sino las de sus agresores, policías federales y 
estatales, ninguno de los cuales ha sido sometido a 
proceso. Los líderes de Atenco se hallan confinados 
en el penal de alta seguridad de El Altiplano, donde 
también siguen presos Jacobo Silva Nogales dirigente 
del ERPI (Ejército Revolucionario del Pueblo 
Insurgente; José Luis López García y Sergio Bautista 
Martínez militantes del Ejército Popular 
Revolucionario (EPR). 
Denuncia también el espionaje electrónico y 
destrucción de correos electrónicos del que ha sido 
objeto Servicios y Asesoría para la Paz A.C. 
(Serapaz), la organización presidida por el obispo 
Samuel Ruiz y que nació a partir de la experiencia 
de la Comisión Nacional de Intermediación para las 
conversaciones de paz en Chiapas entre el EZLN y 
el gobierno Federal. 
Serapaz participó como mediadora en el conflicto 
de la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca y 
el gobierno; en tareas de conciliación en el conflicto 
magisterial del Edo. de Morelos; en Zimapán 
Hidalgo por el rechazo de la población de una 
planta receptora de residuos tóxicos; como motor 
en la campaña Libertad y Justicia para Atenco; 
como sede de la Comisión de Mediación formada a 
instancias del Ejército Popular Revolucionario para 
que por su conducto el gobierno federal accediera a 
presentar con vida a Edmundo Reyes Amaya y 
Gabriel Cruz Sánchez, militantes del EPR. 
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         Colectivo EL PASAMONTAÑAS 

    combate_ya@yahoo.com.mx  

Fuentes consultadas: periódico La Jornada y la revista Proceso. 


